
 

 

 

  

  

 

 

 

   V.  EXPEDIENTE RE-225-SENTENCIA C-437/17  (Julio 13) 

          M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 

 

 
 

1. Norma demandada 

 

“DECRETO NÚMERO 687 DE 2017 

(Abril 26) 

 

Por el cual se adoptan medidas para definir la situación militar, se hace una exención al pago de la cuota de 

compensación militar y se dictan otras disposiciones. 

 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

 

En ejercicio de las facultades que le confieren el artículo 215 de la Constitución Política, la Ley 137 de 1994 y 

en desarrollo del Decreto 601 del 6 de abril de 2017, y 

 
CONSIDERANDO: 

 

Que en los términos del artículo 215 de la Constitución Política de Colombia, el Presidente de la República con 

la firma de todos los ministros, en caso de que sobrevengan hechos distintos a los previstos en los artículos 212 

y 213 de la Constitución Política, que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden 

económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública, podrá declarar el Estado de 

emergencia. 

 

Que según la misma norma constitucional, una vez declarado el Estado de emergencia, el Presidente, con la 

firma de todos los ministros, podrá dictar decretos con fuerza de ley destinados exclusivamente a conjurar la 

crisis y a impedir la extensión de sus efectos. 

 

Que mediante Decreto 601 del 6 de abril de 2017, fue declarado el Estado de emergencia económica, social y 

ecológico por el término de treinta (30) días, contados a partir de la vigencia del mencionado decreto, con 

ocasión de la situación humanitaria que se viene presentado en el municipio de Mocoa, capital del departamento 

de Putumayo, con el fin de conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos. 
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Que en dicho decreto se señaló que “dadas las consecuencias desfavorables que se derivan de no definir la 

situación militar de los varones afectados por la avalancha, el Gobierno Nacional considera necesario adoptar 

medidas que permitan establecer exenciones para el pago de la cuota de compensación militar, el costo de la 

elaboración y duplicado del documento y la condonación de las multas impuestas a los infractores que no han 

cumplido su obligación de definir su situación militar, y que se encontraren radicados en el municipio de Mocoa 

al momento de la tragedia”. 

 

Que según el artículo 10 de la Ley 48 de 1993, todos los varones colombianos entre los 18 y los 50 años de 

edad, tienen la obligación de definir su situación militar, lo cual puede ocurrir mediante la prestación personal 

del servicio militar o con el pago de la cuota de compensación militar, según lo establecido en el procedimiento 

de la citada ley. 

 

Que según las leyes 48 de 1993, 1184 de 2008 y 1780 de 2016, la indefinición de la situación militar incide en: 

i) la posibilidad de ser objeto de sanción; ii) en el pago (sic) la cuota de compensación militar; iii) en la 

imposibilidad de celebrar contratos con entidades públicas y privadas; iv) en la imposibilidad de ingresar a la 

carrera administrativa; v) en la imposibilidad de tomar posesión de cargos públicos, vi) en la imposibilidad de 

vincularse laboralmente y vii) en la posibilidad de sancionar a las empresas que contraten personal sin el 

cumplimiento de este requisito. 

 

Que el artículo 28 de la Ley 48 de 1993, consagra las causales en las que se está exento de prestar el servicio 

militar, con la obligación de inscribirse y de pagar cuota de compensación militar. 

 

Que mediante la Ley 1780 de 2016, “por medio de la cual se promueve el empleo y el emprendimiento juvenil, 

se generan medidas para superar barreras de acceso al mercado de trabajo y se dictan otras disposiciones”, en 

su artículo 20, si bien estableció que las entidades públicas o privadas no podrán exigir al ciudadano la 

presentación de la tarjeta militar para ingresar a un empleo, sí es necesario la definición de la situación militar 

para ejercer cargos públicos, trabajar en el sector privado y celebrar contratos de prestación de servicios como 

persona natural con cualquier entidad de derecho público. 

 

Que si bien la citada ley prevé que las personas declaradas no aptas, exentas o que hayan superado la edad 

máxima de incorporación a filas podrán acceder a un empleo sin haber definido su situación militar, en todo 

caso a partir de la fecha de su vinculación tienen un lapso de dieciocho (18) meses para definir su situación 

militar, con el correspondiente pago de la cuota de compensación militar y las infracciones a que haya lugar. 

Que de conformidad con lo anteriormente indicado, los hombres entre los 17 y los 50 años de edad, que sufrieron 

los efectos de la avalancha, están obligados a definir su situación militar o estarían próximos a tener que hacerlo. 

 

Que a pesar de la expedición de la Ley 1780 de 2016, es necesario adoptar medidas excepcionales orientadas a 

que el sector de la población afectado por el desastre natural, defina su situación militar y obtenga la expedición 

del documento que así lo acredite, de una manera célere y eficaz, con el propósito de coadyuvar en el 

restablecimiento de sus derechos para el ejercicio de actos propios de la vida en comunidad. 

 

Que la situación de vulnerabilidad de los hombres que han sido damnificados por los hechos ocurridos en el 

municipio de Mocoa, justifica la necesidad de prever una exención y/o aplazamiento del servicio militar y de la 

cuota de compensación, para todas las víctimas del desastre natural, ya sean destinatarios de la Ley 1780 de 

2016 o no, teniendo en cuenta que se vería agravada su situación, si se les exigiera el ingreso a filas o el pago 

de la compensación militar, el costo de la elaboración y duplicado del documento, así como el pago de sanciones 

a los infractores que no han cumplido su obligación de definir su situación militar y que se encontraren radicados 

en el municipio de Mocoa al momento de la tragedia. 

 

Que con la expedición de la Ley 1780 de 2016, se otorgaron beneficios temporales al personal no apto, exento 

o que superó la edad máxima para la incorporación a filas, sin embargo, esta ley no aporta una solución integral 

para definir la situación militar de los afectados con el desastre natural, y tan solo genera una reducción en el 

pago de la cuota de compensación, infracción o sanción, sin contemplar en su ámbito de aplicación a las personas 

que siendo aptas no han definido su situación militar. 

 

Que de conformidad con el artículo 1º de la Ley 1184 de 2008, “La cuota de compensación militar, es una 

contribución ciudadana, especial, pecuniaria e individual que debe pagar al Tesoro Nacional el inscrito que no 

ingrese a filas y sea clasificado, según lo previsto en la Ley 48 de 1993, o normas que la modifiquen o adicionen”. 

Que el artículo 6º de la misma ley, consagra los casos en los que se está exento del pago de la cuota de 

compensación militar, cuyo sustento jurídico se deriva en que “benefician a personas que se encuentran en 

situación desaventajada ya sea en razón de: (i) su vulnerabilidad socioeconómica; (ii) presentar limitaciones 

físicas, síquicas o neurosensoriales de carácter grave, incapacitante y permanente; (iii) su condición indígena; 

(iv) adoptabilidad de jóvenes que se encuentren bajo el cuidado y protección por parte del ICBF” (Sent. C-

586/2014). 
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Que en la misma sentencia la Corte reconoció que “en definitiva, el goce efectivo de los derechos al trabajo 

(C.P., art. 25), a elegir profesión u oficio (C.P., art. 26), a acceder al desempeño de funciones y cargos públicos 

(C.P., art. 40, num. 7º) y a la educación (C.P., art. 67), queda en entredicho para quienes carecen de recursos 

económicos para sufragar el pago de la cuota de compensación militar”. 

 

Que dada la naturaleza tributaria en la modalidad de contribución especial de la cuota de compensación militar, 

es necesario adoptar medidas para aplicar una exención al pago de esta obligación a quienes hayan sido 

damnificados del desastre natural originado por circunstancias ambientales imprevistas y de magnitud inusitada 

en el municipio de Mocoa, el pasado 31 de marzo de 2017. 

 

Que la Corte Constitucional en Sentencia C-804 de 2001, explicó que “las exenciones son instrumentos a través 

de los cuales el legislador determina el alcance y contenido del tributo, ya sea por razones de política fiscal o 

extrafiscal, teniendo en cuenta cualidades especiales del sujeto gravado o determinadas actividades económicas 

que se busca fomentar. Por esencia, el término exención implica un trato diferente respecto de un grupo de 

sujetos, ya que este conjunto de individuos que ab initio se encuentra obligado a contribuir son sustraídos del 

ámbito del impuesto”. 

 

Que al referirse al pago de la cuota compensación militar, en Sentencia C-804 de 2001, la Corte Constitucional 

indicó que el establecimiento de eximentes en el pago de dicho tributo para personas de escasos recursos 

favorecía la aplicación del principio de la equidad vertical, “puesto que alivian la carga de quienes se encuentran 

en condiciones económicas desventajosas, al punto que el pago de la contribución puede afectar su capacidad 

para la satisfacción de sus necesidades básicas frente a quienes están en condiciones de soportar una carga 

tributaria más pesada en razón de su situación económica”, circunstancia que se predica del grupo poblacional 

de colombianos afectados por la situación presentada en el municipio de Mocoa y que se encuentren obligados 

a definir su situación militar o se encuentren próximos a tener que hacerla. 

 

Que a partir de lo anterior, dentro de las medidas que deberán ser adoptadas para normalizar la situación de 

vulnerabilidad de las personas afectadas en el municipio de Mocoa, se encuentra la creación de una exención 

tributaria respecto del pago de la cuota de compensación militar, del valor de expedición del documento y su 

duplicado, así como de la condonación del pago de la sanción contemplada en el literal a) del artículo 42 de la 

Ley 48 de 1993. 

Que según lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley 48 de 1993, la tarjeta de reservista “es el documento con el 

que se comprueba haber definido la situación militar, cuyo costo está determinado por el artículo 9º de la Ley 

1184 de 2008”. 

 

Que con la finalidad de mitigar los efectos que la pérdida de este documento puede traer para los damnificados 

del desastre natural, es necesario adoptar medidas que garanticen tanto su expedición como su duplicado en 

forma gratuita. 

 
Que en mérito de lo expuesto, 

 
DECRETA: 

 

Artículo 1—Campo de aplicación. Para determinar los beneficiarios de las medidas adoptadas en el presente 

decreto, se tendrán en cuenta las bases de datos de los hombres damnificados del desastre natural originado 

por circunstancias ambientales imprevistas y de magnitud inusitada en el municipio de Mocoa, el pasado 31 de 

marzo de 2017, que para tal efecto adopte la Unidad de Gestión del Riesgo. 

 

Artículo 2—Definición de la situación militar. Durante el término seis (6) meses, contados a partir de la 

publicación del presente decreto, podrá definirse la situación militar y aceptar solicitudes de exención y/o 

aplazamiento, con fundamento en la calidad de damnificados del desastre natural a que se refiere este decreto. 

 

Parágrafo.—Los beneficios consagrados en el presente artículo se aplicarán a todas las víctimas del desastre 

natural, sean beneficiarios o no de la Ley 1780 de 2016. 

 

Artículo 3—Exención del pago de cuota de compensación militar, de la sanción por no inscripción y 

de la expedición de la tarjeta de reservista. Quedan exentos del pago de la cuota de compensación militar 

y del costo de la expedición de la tarjeta de reservista, quienes además de cumplir la condición del artículo 1º 

del presente decreto, hayan sido eximidos del ingreso a filas y sean mayores de edad hasta los cincuenta (50) 

años o cumplan la mayoría de edad durante el Estado de emergencia. 

 

Parágrafo 1—A los hombres que acrediten la condición establecida en el artículo 1º del presente decreto les 

serán condonadas las infracciones y sanciones que se generan en el proceso de definición de la situación militar. 
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Parágrafo 2—Las autoridades del servicio de reclutamiento y movilización dispondrán lo necesario para que las 

personas beneficiadas con esta medida puedan hacer el trámite de forma presencial en las instalaciones militares 

habilitadas para ello, en el municipio de Mocoa o en su actual lugar de residencia. 

 

Artículo 4—Entrega de duplicado de la tarjeta de reservista. En el evento en el que las personas calificadas 

como beneficiarias de las medidas adoptadas en el presente decreto, en los términos señalados en el artículo 

1º, hayan extraviado su tarjeta de reservista, se les deberá entregar su duplicado sin ningún costo. 

 

Artículo 5—El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

 

Publíquese y cúmplase. 

 

Dado en Bogotá, D.C., a 26 de abril de 2017…”. 

 

2. Decisión 
 
Declarar EXEQUIBLE el Decreto 687 de 2017, “Por el cual se adoptan medidas para definir 
la situación militar, se hace una exención al pago de la cuota de compensación militar y se 
dictan otras disposiciones”. 
 

3. Síntesis de la providencia  
 
El Decreto 687 de 2017 fue dictado en desarrollo de la emergencia económica, social y 
ecológica declarada mediante el Decreto 601 de este año y al examinar los requisitos 
formales y materiales que debe cumplir la normatividad expedida al amparo del mencionado 
estado excepcional, la Corte lo encontró ajustado a la Constitución. 
 
En cuanto a los requisitos de forma, la Corporación comprobó que el decreto analizado (i) 
fue dictado en desarrollo de un estado de excepción previamente declarado, (ii) lleva las 
firmas del Presidente de la República y de todos los ministros, (iii) fue expedido dentro del 
término de vigencia del estado de emergencia y (iv) tiene una motivación que informa 
acerca de las razones y causas justificativas de su expedición. 
 
Además, la Corte verifico que (i) el otorgamiento de un término de seis meses para definir 
la situación militar y solicitar su exención y/o aplazamiento, (ii) la exención del pago de la 
cota de compensación militar, de la sanción por no inscripción y de la expedición de la 
tarjeta de reservista, así como (iii) la entrega gratuita del duplicado de la tarjeta de 
reservista que se haya extraviado, son medidas que satisfacen los requisitos materiales. 
 
En efecto, (i) el decreto tiene conexidad externa con los motivos que originaron la 
declaración del estado de excepción y existe conexidad interna entre las consideraciones 
expuestas y las medidas adoptadas, (ii) el requisito de finalidad se encuentra satisfecho, 
dado que las disposiciones expedidas buscan ofrecer una solución a las dificultades que, 
sobre todo en materia de empleabilidad, se derivan de la falta de definición del servicio 
militar, (iii) también se cumple el requisito de necesidad, porque desde el punto de vista 
fáctico, las medidas son útiles para enfrentar el problema abordado, mientras que en el 
plano jurídico se comprobó que la aplicación de la normatividad que ordinariamente rige la 
definición de la situación militar agrava la situación de los damnificados por el desastre 
natural. Adicionalmente, el Decreto 687 de 2017 (iv) atiende debidamente el requisito de 
proporcionalidad, puesto que las medidas en él contenidas, fuera de servir a una finalidad 
constitucional, ofrecen más beneficios que los costos que podrían pesar sobre otros 
principios constitucionales, (v) supera el requisito de motivación de incompatibilidad, ya que 
el Gobierno expuso razones demostrativas de que el régimen ordinario no brinda una 
solución integral y rápida al problema enfrentado y (vi) satisface el requisito de no 
discriminación, por cuanto las medidas establecidas no imponen tratos diferenciales 
injustificados entre las personas. 
 
En concordancia con lo anterior, la Corte advirtió que la normatividad examinada no infringe 
preceptos constitucionales, ni normas integradas en el bloque de constitucionalidad o 
pertenecientes a tratados internacionales aplicables en los estados de excepción y tampoco 
la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de Excepción.   
 
 
 




